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RAZÓN DE RELATORÍA

La resolución recaída en el Expediente 03883-201S-PA/TC es aquella que declara
FUNDADO el recurso de agravio constitucional; en consecuencia, NULA Ia Resolución
2595-2009-ONP/DPR.SCiDL 18846, de fecha 2 de setiembre de 2009; y ORDENA a la
Oficina de Normalización Previsional (ONP) que emita nueva resolución otorgándole al
demandante pensión de invalidez vitalicia por enfermedad profesional regulada por Ia Ley
26790, de Decreto Supremo 003-98-SA y sin la aplicación del tope máximo previsto en el
Decreto Ley 25967 y está conformada por los votos de los magistrados Sardón de Taboada,
Ledesma Narváez y Espinosa-Saldaña Barrera, este último convocado a dirimir la discordia
suscitada en autos. Se deja constancia de que los magistrados concuerdan en el sentido del
tállo y la ¡esolución alcanza los tres votos confbrmes, tal como 1o prevé el artículo 11.

primer párrafo de1 Reglamento Normativo del Tribunal Constitucional en concordancia con
el artículo 5, cuarto párrafo de su Ley Orgánica.

Dicha resolución va acompañada por el voto singular del magistrado Blume Fortini.

Lirna, 18 de octubre de 2018
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VOTO DE LOS MAGISTRADOS LEDESMA NARVÁEZ Y
SARDÓN DE TABOADA

El recurso de agravio constitucional interpuesto por don Marino Ananías Gómez
ila contra la rcsolución de fojas 683, de I'echa 26 de noviembre de 2013, expedida
la Primera Sala Mixta de Huancayo de la Corte Superior de Justicia de Junín, que

declaró improcedente lo solicitado por el demandante; y,

ATENDIENDO A QUE

En el proceso de amparo seguido contra la Oficina de Normalización Previsional
(ONP) la Primera Sala Mixta dc Ia Cofte Superior de Justicia de Junín, mediante
sentencia de fecha de t6 de enero de 2006 (f.225), ordenó que la entidad
demandada, de conformidad con la Lcy 26790 y en concordancia con lo establecido
en el artículo l9 del Decreto Supremo 003-98-SA, otorgue al actorpensión vitalicia
por cnfcnnedad profesional, más el pago de los reintegros o devengados y los
intereses legales a que hubiere lugar.

Z. El demandante, el 14 de diciembre de 2009 (f. 392), observó la Resolución 2595-
2009-ONP/DPR.S C/DL 18846 así como otros informes y liquidaciones emitidas en

etapa de ejecución de sentencia por la ONP, el 2 de setiembre de 2009 (ff. 360 a
368), y alegó que la entidad emplazada no dio cumplimiento al mandato judicial de

lecha l6 de enero de 2006 (f.225), pues se le otorgó una pensión de renta vitalicia
por enf'ermedad profesional por la suma de S/. 600.00 (seiscientos y 00/100 nuevos
soles). aplicando indebidamente el artículo 3 del Decrelo l-ey 25967.

3. El Tercer .luzgado Civil de Huancayo, mediante Resolución 35, de fecha 26 de.julio
de 2010, declaró infundada la observación efectuada por el actor por considerar que
la rcnta vitalicia se encuentra sujeta a los topes pensionarios de conformidad con lo
regulado por el Decreto Le,v 25967, cuyo artículo 3 dispone que la pensión máxima
mensual que abonará el Instituto Peruano de Seguridad Social, hoy Oticina de
Normalización Previsional (ONP), por cualquiera de los regímenes pensionarios
que administra, no podrá ser mayor de Si.600.00 (seiscientos y 00/100 nuevos
soles). La Primera Sala Mixta de la Corte Superior de Justicia de Junín, medianle la
Resolución 40, de f'echa 3 de agosto de 2011, confrrmó el auto contenido en la
Resolución 35, por similares fundamentos.
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El demandante, con escrito presentado el 13 de agosto de 2013 (f. 633), solicita que

se reponga la causa al estado respectivo a fin de que se continúe con la ejecución de

la sentencia conforme a ley.

El dernandante, cl 26 de diciembre de 2013 (1. 703), interpone recurso de agravio
constitucional contra el auto contenido en la Resoluctón 47, alegando que la
Resolución 2595-2009-ONP/DC/DL 18846 le otorga renta vitalicia por enfermedad
profesional de Si. 600.00 aplicando el artículo 3 del Decreto I-ey 25967, lo que

constituye el incumplimiento del mandato jLrdicial contenido en la sentencia de

lecha 16 de enero de 2006 (f.225).

7. En la resolución emitida en cl Expcdicnte 00201-2007-Q/TC, de fecha 14 de

octubre de 2008, sobre la base de lo desarrollado en la resolución emitida en el
Expediente 00168-2007-Q/TC, el Tribunal Constitucional estableció que de manera
excepcional puede aceptarse la procedencia del recurso cle agravio constitucional
(RA,C) cuando se trata de proteger la ejecución en sus propios térrninos de

sentencias estimatorias del Poder Judicial expedidas dentro de la tramitación de
procesos constitucionales.

8. La procedencia excepcional del RAC en este supuesto tiene por finalidad
restablecer el orden jurídico constitucional correspondiendo al Tribunal
Constitucional valorar el grado de incumplimiento de sus sentencias estimatorias o
de los jueces ordinarios cuando en fase de ejecución el Poder Judicial no cumple
dicha función. Asimismo, los órganos jurisdiccionales correspondientes se limitarán
a admitir el recurso de agravio constitucional, teniendo el Tribunal habilitada su

competencia ante la negativa del órgano judicial, vía recurso de queja a que se

refiere el artículo 19 del Código Procesal Constitucional.

9. En este caso, corresponde determinar si en ia ejecución de la sentencia dictada en el
proceso de amparo (fundamento I ut. supra) se ha desvirtuado lo decidido a favor
del demandante; en particular. si coffesponde aplicar o no topes a la pensión
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El'lercer Juzgado Civil de Huancayo, mediante Resolución 44, de fecha 10 de

setiernbrc de 201 3 (f . 672). declaró improcedenle lo solicitado por el accionante por
considerar que el proceso se encuentra concluido con mandado de archivo
definitivo por la instancia superior. La Primera Sala Mixta de Huancayo de la Corte
Superior de Justicia de Junín (f. 683) mediante Resolución 41 , de feclta 26 de

noviembre de 2013, confirmó la apelada Resolución 44, por los mismos
lundamentos.
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vitalicia por enfermedad profesional, de conformidad con lo dispuesto en el artículo
3 del Decreto Ley 25967.

La ONP, en el informe de fecha 2 de setiembre de 2009 (f. 361), rcfiere que

atcndicndo a lo dispuesto por el Tribunal Constitucional y e[ artÍculo l8 del Decreto

.Supremo 003-98-SA, los montos de la pensión serán calculados sobre el 100 % de

Ia "remuncración mensual" del asegurado, entendida esta como el promedio de las

remuneraciones asegurables de los doce meses anteriores al siniestro. esto cs, al
accidente o enf'ermedad sufrida por el asegurado.

Así, para efectos cle cleterminar la "remuneración mensual" del demandante se

procedió a dividir entre docc el monto total resultante de las doce últimas
remuneraciones asegurables anteriores a la fecha de su cese de labores (3 I de julio
de 1997), esto es, por el periodo comprendido desde el I de julio de 1996 hasta el
30 de junio de 1997, obteniéndose la suma de Si. 1759.45, según el Cuadro de

Remuneraciones que obra a folios 162. Por su partc, al habersc dctcrminado 60 %
de incapacidad por enfermedad profesional, corresponde otorgarle al actor el 50 %o

de Ia "remuneración mensual"; monto que quedó determinado en Ia suma de

Sl. 879.73 (ochocientos setenta y nueve y 731100 nuevos soles).

12. Sin embargo. en aplicación del articulo 3 del Decreto Ley 25967,Ia ONP consideró
que la pensión máxima mensual que puede abonar por cualquiera de los regímenes
pensionarios que administra, no sería mayor de S/. 600.00 al momento de otorgarse
el derecho, razón por la que se toma esta suma como pensión inicial de la renta
vitalicia por enfcrmedad profesional.

13. Por cllo, la Resolución 2595-2009-ONPiDPR.SC/DL 18846 le otorga al
demandante renta vitalicia por enfermedad profesional por la suma de S/. 600.00
(sciscientos y 00/100 nuevos soles) a partir del 3 de julio de2002, de conformidad
con el artículo 3 del Decreto Ley 25967, Io que demuestra que la entidad
demandada otorgó al recurrente pensión de invalidez vitalicia por enfermedad
profesional al aplicar el tope pensionario establecido por el Decreto Ley 19990 y
sus modificatorias; y no conforme a la Ley 26790 y sus nornas lécnicas aprobadas
por el Decreto Supremo 003-98-SA.

14. Sin embargo, en la sentencia emitida cn cl prcccdcntc contenido en el Expediente
02513-2007-PA/TC (fundamenlos 30 y 3i), se han reiterado las consideraciones
expuestas en el Expediente 10063-2006-PA/TC (fundamcntos 87 y 117), en el
sentido de que los montos de pensión mínima establecidos por la Cuarta
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Disposición Complementaria del Decreto Legislativo 817, para los regímcnes a

cargo de la ONP, no son aplicables a la pensión vitalicia del Decreto Ley 18846 ni a
su sustitutoria. la pensión de invalidez de la Ley 26790, básicamente porque los
accidcntcs de trabajo y enf'ennedades prof-esionales cubiertos por el Decreto Ley
18846 no están comprendidos en el régimen del Decreto Ley 19990 y porque es una
pcnsión adicional a la generada por el riesgo de lajubilación (edad y aportaciones).

De 1o cxpuesto, concluimos que si a las pensiones vitalicias reguladas por el
Decreto Ley 18846 o su sustitutoria -la pensión de invalidez de la Ley 26790-no
les resulta aplicable el "monto mínimo" regulado por el Decreto Legislativo 817,
tampoco correspondería aplicar a estas pensiones el monto de la pensión máxima
regulada por el artículo 3 del Decreto Ley 25967, pues este último decreto ley es

una norma sustitutoria del Decreto Lev 19990.

16. En tal scntido, consideramos que la ONP, al emitir Ia Resolución 2595-2009-
ONP/DPR.SC/DL 18846, ha omitido los parámetros indicados en la sentencia
contenida en la Rcsolución 16, pues al ser una pensión de invalidez vitalicia por
enlermedad profesional regulada por la Ley 26790, Ley de Seguro Complementario
de Riesgo y el Decreto Supremo 003-98-SA, que Aprueba las Normas Técnicas del
Seguro Complemenlario de Trabajo de Riesgo, la pensión de invalidez vitalicia por
enfermedad profesional que coffespondía otorgarle al demandante era en la suma de

Sl . 819.13 (ochocientos setentinueve y 731100 nuevos soles). y no debió estar
supeditada a la pensión máxima mensual vigente en aplicación del artículo 3 del
Decreto Ley 25967.

17. Por lo tanto, la pretensión planteada por el recurrente en el recurso de agravio
constitucional debe ser estimada. Es preciso mencionar que la emplazada deberá
otorgarlc al demandante los reintegros de las pensiones devengadas desde la fecha
del pronunciamiento médico que acredila la existencia de la enfermedad
profesional, esto cs. a partir del 3 de julio de 2002, con sus respectivos intereses
legales.

Por cstas consideraciones, estimamos que se debe

)

Declarar FUNDADO el recurso de agravio constitucional
demandante; en consecuencia, NULA la Resolución
ONP/DPR.SC/DL 18846. de fecha 2 de setiembre de 2009.

presentado por el
0000002595-2009-
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2. Ordenar a la Oficina de Normalización Previsional (ONP) que emita nueva

resolución otorgándolc al demandante pensión de invalidez vitalicia por
enfbrmedad profesional regulada por la Ley 26790, el Decreto Supremo 003-98-SA
y sin la aplicación del tope máximo previsto en el Decreto Ley 25967, dc

confbrmidad con el fundamento 14 supra de Ia presente resolución.

SS

LEDESMA NARVAEZ
SARDÓN DE TABOADA
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VOTO DEL MAGISTRADO ESPINOSA-SALDAÑA BARRERA

Coincido con el voto de los magistrados Ledesma Narváez y Sardón de 'faboada, en

mérito a los argumentos allí expuestos. Por ende, estoy de acuerdo con que se declare
fundado el recurso de agravio constitucional interpuesto por el demandante, y nula la
resolución administrativa de fecha 2 de seticmbre de 2009.

S.

ESPINOSA-SALDAÑA BARRERA
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VOTO SINGULAR DEL NIAGIS'IIIADO EITNES'I'O BLT]MB FOII'TINI,
OPTNANDO QUE LO QUE COIiIIESPONDE ES I{IiVOCAR LA l{IiSOLUCtÓ¡,{

TMPUGNADA Y NO EMITIII PIIONUNCIAMIEN'I'O ALGUNO SOBRII ItL
ITECURSO DIi ACRAVIO CONS'T'I'I'UCIONAL

Con el debido respeto por mis colegas Magislr'ados, discrepo de la parle rcsoltltiva del voto

de mayoría, en cuanto señala: "Declarar FUN DADO el recLlrso de agravio
constitucional . . .", pues a mi j uicio lo que corresponcle es ITEVOCAR la resolución de

fecha26 de noviembre de 20 13, cxpedida por la Prin.rera Sala Mixta de Huancayo de la
Corte Superior de .luslicia de Jr¡nínl en consecuerlcia. dcclarar funciacla Ia observación del
demandante respccto del cumplinrie'nlo ,le la sentencia cicl l6 de e¡rero de 2006 y ordenar a

la ONP emitir una nueva resoluciirn aclministrativa calculando la pensión de invalidez
vitalicia del recurrente sin aplicación clel Decreto Ley 25967; y no emitir pronuuciaur iento

alguno sobre el recurso de agravio constitucional, cuya concesión habilitó la intervención
del Tribunal Constitucional.

Considero que no oorresponde emitil tal pronunciamient<¡ en el sentido acotado por las

siguientes razones:

El recurso de agravio constitucion¿il es un medio inrpugnatorio que pclsigue la revisión
de la resolución (sentencia o aulo) que cleniega, en segr,rnda instancia, r-rna prctettsión

de tutela de derechos filnclanrent¿iles, que declara inl'unclacla o improceclente la
dernanda; exclusivo dc los proccsos conslitucionales de ttttela cle clerechos.

2. En tal sentido. una vez interpuesto dicho medio irnpugnatorio, ournplidos los requisitos
correspond ientes y concediclo e I misrno, se habil ita la competencia jurisdiccional del

Tribunal Constitr¡cional para conocer, evaluar y rcsolver la causa, sea por el fondo o
por la fonna, y en.ritir pronuncialniento respecto de la resolución impugnada para

anularla, revocarla, modificarla, confirmarl¿r, pronunciándose clirectamente sobre la
pretensión conlenida en la demancla.

3. Sobre esto últinro, Monroy Cálvez sostienc que la iurpugnación "es la vía a través de la
cual se expresa rlr¡estra voluntacl en sentido conlrario a una siluación jLrrídica

establecicla, la qLre pretendel'nos no procluzca o no siga pLoduciendo efectos jurídicos"l.

' MONROY CÁLVEZ, Juan: "Apuntes para un esludio sobre el recurso de casación en el prooeso civil
peruano", en Revist¿t Peru«ta tle Derecho Prot:esol, N" I, Lima, septierrbre 1997,p.21.
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En tal sentido, a mijuicio, rr¡ra vez admitido un recurso de agravio constitucional, lo
que procede es resolver la causa, pronunciándose sobre la resolución (auto o sentencia)
impugnada.

4. El recurso de agravio constilucional no cs una pretcnsión en sí, figura propia del
instituto procesal de la demanda, pues, como bicn se sabe, esta úrltirna, además de

canalizar el derecho de acción, contiene la pretensión o petitorio.

5. Confundir r.rn medio impugnatorio con una pretensión o petitorio de demanda no

resulta de recibo, ni menos se compadece con el signilicado cle conceptos procesales

elementales.

6. Si bien es cierto que en el presente caso nos encontramos ante url recllrso de agravio
constitucional atípico planteaclo en la etapa de ejccución de sentencia, no es menos

ciefio que, Lltla vez cor.rcedido este y elevados los actr.rados al Tribunal Constitucional,
lo que corresponde es el análisis cle la resolución materia de irnpr.rgnación y no del
recurso mismo. Es decir, la revisión de la resolución judicial de la instancia inferior
que ha sido impi"rgnada para emitir un pronr.rnc iamiento sobre la misma. para

determinar si es arnrónica y concorclante con el cr.rmplimiento dc la sentencia
constitucional quc sc viene ejccutanclo.

7. Por ello, en el caso de este recLrrso de agravio constitr.rcional atípico, el eje de

evaluación no varía, aun cuando el cuestionamienlo se plantec cn la etapa postulatoria
o en la etapa de ejecución de una sentencia constilucional, pires desde mi perspcctiva,
la decisión qr-re debe adoptarse está referida a la resolución impugnada, confirmándola,
revocándola o anulár,dola según corresponcla.

8. Ello sin perjuicio que la regulación dc cste tipr-r de rnedio irnpugnatorio se liaya
establecido direclan-rente por el 1-ribunal Constitucional y qr,re no haya siclo, en

términos procesales, desarrollaclo en su j r-rrispruclenc ia, ya que tal hecho no implica
desconocer categorías procesales básicas ni caer en una mala práctica proccsal.
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